Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 20 minutos.) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado agradece la presencia del arquitecto Villarmarzo y del doctor Pérez Piera, 
representantes de la Intendencia Municipal de Montevideo. 


El objeto de esta reunión es recibirlos para que den su opinión sobre el trabajo que está llevando adelante la Comisión en cuanto al 
PIAl —Programa de Integración de Asentamientos Irregulares-, el que cuenta con financiamiento del Banco Interamericano de 
Desarrollo. 


Hace unos días recibimos a las autoridades que están desarrollando este Programa y la Comisión entendió procedente invitar a los 
representantes de la Intendencia Municipal de Montevideo para poder intercambiar opiniones e información sobre este tema, en el 
que hemos pretendido tomar participación en lo que se refiere a sus objetivos y a su actual funcionamiento. 


SEÑORA ARISMEND!I.- En realidad, una de las preocupaciones que teníamos en la Comisión era respecto a los U$S 110:000.000, 
correspondientes al convenio con el BID, destinados al Programa de Regularización de Asentamientos. Por esa razón, como decía 
el señor Presidente, convocamos a quienes estaban a cargo de la dirección del proyecto. 


Como podrán haber apreciado en la versión taquigráfica de esa reunión, que oportunamente les enviamos, una primera muestra 
había reflejado la necesidad de volcar un 70% de ese dinero hacia Montevideo y el resto hacia el interior del país. Sin embargo, 
como expresó la propia doctora Rey, se había hecho exactamente lo contrario. 


Conocimos también cuáles son los requerimientos para poder regularizar los asentamientos, pero de todas maneras nos gustaría 
saber cuáles son las gestiones que ha realizado la Intendencia. 


Por otro lado, parecería que habría dificultades de tipo burocrático dentro de la Intendencia -aunque no se usó exactamente esa 
palabra- que estarían obstaculizando los trámites para poder culminar con esta primera instancia. Debido al volumen del propio 
proyecto, sobre todo en Montevideo, la Comisión entendió oportuno que la propia Intendencia nos explicara cuál es el punto en el 
cual están estos trabajos. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Soy Director General del Departamento de Acondicionamiento Urbano. 


Respecto al planteo de la señora Senadora Arismendi en cuanto al estado general de estos trámites, quiero decir que este 
Programa empezó a ser considerado en la Intendencia a fines de 1997, cuando una primera misión del Banco Interamericano de 
Desarrollo nos visitó. En consecuencia, durante los años 1998 y 1999 estuvimos trabajando en estrecho contacto con 
representantes de dicho Banco y con técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Eso motivó, incluso, reuniones del 
Intendente y de algunos Directores Generales con el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


El objetivo de las delegaciones del BID era interiorizarse sobre la temática de los asentamientos irregulares en el Uruguay, lo cual 
motivó la contratación de un trabajo con el Instituto Nacional de Estadística, a pedido de los representantes de ese Banco, para 
tener una actualización informativa. 


Por su parte, la Intendencia Municipal de Montevideo venía trabajando desde el año 1992 en la regularización de asentamientos 
existentes en tierras de propiedad municipal, a partir de la aprobación, en setiembre de 1990, del decreto municipal de cartera de 
tierras para vivienda que, en uno de sus capítulos, prevé la situación y la regularización de asentamientos localizados en estas 
áreas. Entre 1992 y 1995 se regularizaron 10 asentamientos en esas condiciones, y a partir del año 1996 comenzamos a trabajar 
con 16 asentamientos que tenían una situación más complicada en cuanto a la tramitación de la regularización. 


Toda esta experiencia fue trasmitida al BID, incluso sus técnicos estuvieron trabajando en el interior del Servicio de Tierras y 
Viviendas, analizando la documentación que allí existía. Esa fue una de las bases de los documentos que forman parte del 
Programa, es decir, la experiencia que tenían la Intendencia Municipal de Montevideo y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que también a partir de 1995 encaró el proceso de regularización de asentamientos. 


En esos trabajos, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con financiación propia, nacional, promovió la inclusión de proyectos 
de una muestra que fueron puestos en marcha sin la existencia de documentos aprobados, o sea, sin requisitos previos. En el 
contrato de préstamo se incluyó una cláusula mediante la cual los proyectos de la muestra automáticamente quedaban aceptados 
para el Programa. 


Cabe destacar que en Montevideo hubo cuatro proyectos en esas condiciones que no fueron presentados como parte del 
Programa, sino que fueron integrados a él a priori, por lo cual necesariamente no cumplían con los documentos exigidos. 
Posteriormente, con la firma del contrato de préstamo y del Convenio de Coparticipación de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, que se produce en diciembre de 2000, entraron tres proyectos: uno presentado por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente —que ya tiene la Carta Consulta aprobada por la Intendencia Municipal de Montevideo y 
está en trámite en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- y dos presentados por la Intendencia, que adjuntó las Cartas 
Consulta respectivas. 


La etapa de la Carta Consulta fue la primera que los proyectos no cumplieron, y se trata de un requisito complicado. Cuando se 
estaban formulando los documentos del Programa, advertimos que iba a ser dificultoso presentar la Carta Consulta, ya que exige 
un relevamiento social completo del asentamiento y un relevamiento físico integral acerca de la situación del mismo lo cual, a 


nuestro juicio, es innecesario —y así lo dijimos antes de aprobarla- y, además, inconveniente. Es innecesario porque el hecho de 
tener un relevamiento detallado no hace a la aprobación de la viabilidad de la regularización del asentamiento, y es inconveniente 
porque todos sabemos que la presencia de técnicos en el asentamiento, sobre todo de agrimensores y de aquellos que se 
desempeñan en el área social -que son quienes tienen que hacer, básicamente, ese trabajo-, genera expectativas. Por otra parte, 
entre la presentación de la Carta Consulta y la efectivización de las obras y del contrato para la regularización pasan varios meses 
y el asentamiento sufre una evolución; sabemos por la experiencia municipal que generalmente aumenta la cantidad de familias en 
el asentamiento, o sea que se produce una intensificación del mismo. 


Entonces, nosotros habíamos planteado que esto era farragoso de realizar y que no estaba financiado, por lo cual la institución 
coejecutora debería efectuarlo con sus propios recursos y que además generaba expectativas inconvenientes en el barrio. De 
cualquier forma, el proyecto se aprobó en esas condiciones y eso hace que desde enero hasta ahora, en el caso de Montevideo, se 
hayan presentado sólo tres: dos por la Intendencia Municipal de Montevideo y uno por parte del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Luego de firmar en diciembre el Convenio de Coparticipación, la Intendencia se puso a trabajar con las Juntas Locales y los 
Consejos Vecinales, y mediante mecanismos de descentralización elaboró una lista primaria de 16 asentamientos, de los cuales se 
presentaron los 2 primeros. Según un balance que realizamos la semana pasada, esperamos que se completen los 14 restantes a 
más tardar al 30 de setiembre, que es el objetivo principal. 


En esta primera etapa, el número de asentamientos estuvo fuertemente condicionado porque el Programa financia solamente un 
10% de las familias a realojar, aspecto que oportunamente cuestionamos; esta fue una de las objeciones importantes que hicimos a 
los documentos del Programa, intentando convencer a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de que en Montevideo, la 
situación real de los asentamientos iba a obligar al realojo de un número superior de familias en casi todos los casos. Es más, 
existen asentamientos en los cuales habría que llegar hasta un 50% o 60% de realojo de las familias. Esas son las dificultades que 
están teniendo tanto la Intendencia como el Ministerio con los asentamientos montevideanos. 


La respuesta que se dio a este planteamiento que formulamos fue que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente había firmado un convenio con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto por el cual el primero se compromete a 
financiar un 15% adicional de realojos para llegar a un 25%. De cualquier forma, estos 16 asentamientos que se encuentran en 
trámite en la Intendencia Municipal de Montevideo van a obligar a una inversión superior a los U$S 2:500.000 debido a los realojos 
que excedan ese 25%. Esta es la limitación principal y es por eso que la Intendencia tuvo que hacer previsiones presupuestales 
para el año que viene por este monto, a los efectos de poder regularizar esos 16 asentamientos; y nótese que son inversiones 
bastante importantes. 


Esto es todo desde el punto de vista general. 


En cuanto a las otras objeciones que habíamos manifestado al Programa —creo que el doctor Pérez Piera se puede extender un 
poco más en ese punto-, podemos decir que se relacionaban con la integración de su Comité Ejecutivo y con la eliminación de la 
participación de la Junta Departamental en la regularización de los asentamientos. 


SEÑOR PEREZ PIERA.- Ampliando lo que señaló el arquitecto Villarmarzo, debo manifestar que tuvimos una larga negociación 
antes de la firma del Convenio de Coparticipación con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que insumió más de un año y 
medio, o sea, que tratamos con la Administración anterior y con la actual. En dicha negociación planteamos algunos puntos de vista 
divergentes con la orientación que estaba marcando la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


En primer lugar, nuestra discrepancia tuvo que ver con la participación de las Intendencias Municipales. Desde nuestro punto de 
vista, la regularización de asentamientos es un tema básico de competencia municipal, dado que estos son los organismos públicos 
responsables en forma directa del desarrollo urbano, tal como lo estipula la propia Ley de Centros Poblados. 


En segundo término, podemos expresar que en el organismo de coordinación se había planteado la presencia de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. En este sentido, señalamos la necesidad de que también las Intendencias Municipales tuvieran un ámbito de discusión, 
dado que esa era la instancia donde se iba a debatir en torno a las definiciones generales del Programa. A pesar de haber hecho el 
planteo y de que el Banco Interamericano de Desarrollo lo respaldaba, no fue posible obtener esto. Se había acordado que iba a 
haber un representante del Congreso de Intendentes pero, en definitiva, se excluyó a las Intendencias de participar en este nivel; 
las Intendencias quedaron sólo como posibles coejecutores, es decir, que pueden presentar proyectos que serán considerados por 
esta Comisión y, en función de que se aprueben o no, podrán ser ejecutados por las Intendencias. Creemos que es un error de 
enfoque, porque el Programa apunta, no sólo a atender situaciones puntuales, sino a encarar todo el problema de los 
asentamientos en su conjunto, incluyendo la etapa de prevención. Nos parecía importante, pues, que las Intendencias tuvieran un 
nivel de participación similar al de los Ministerios. A nuestro entender, inclusive, la propia dirección que la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto dio a este proyecto nunca fue bien fundamentada. 


El segundo punto de discrepancia que tuvimos y que llevó a que la firma del convenio de participación demorara más de un año fue 
que en el contrato que proponía la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se establecía que las Juntas Departamentales 
renunciaran a la competencia de aprobar los proyectos excepcionales, competencia que les es confiada por la Ley de Centros 
Poblados. La Intendencia, de por sí, no puede aprobar proyectos de fraccionamiento que excedan de las medidas regulares y, 
necesariamente, las excepciones deben ser aprobadas por la Junta Departamental. Sin embargo, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto entendía que debía eliminarse la intervención de aquélla, por entender que ello podía significar un trámite burocrático 
más que, en definitiva, enlentecería el procesamiento de los proyectos. La Intendencia Municipal de Montevideo, inclusive, planteó 
esto en la propia Junta Departamental, en virtud de que no podía firmar un convenio que desconociera potestades legales de la 
Junta. La Junta Departamental de Montevideo, por la unanimidad de sus integrantes, autorizó a la Intendencia a firmar este 
convenio, con la protesta general de que se estaban desconociendo sus competencias legales. Fue una declaración pública que 
hizo la Junta Departamental de Montevideo que, en definitiva, hizo que en la Ley de Presupuesto Nacional se estableciera una 
disposición por la cual se modificaba la Ley de Centros Poblados y se autorizaba a que, en el caso de los proyectos presentados y 
en el marco del PIAl, se pudiera obviar la intervención de la Junta Departamental. A posteriori, el Poder Ejecutivo legalizó esta 
situación por medio de un artículo en la Ley de Presupuesto. 


Nosotros entendíamos que esto no se justificaba, entre otras cosas, porque la experiencia indicaba que las Juntas 
Departamentales son muy diligentes en este tipo de temas y hay realmente un compromiso -no sólo de la de Montevideo -diría que 
la afirmación es válida para todo el país- con los asentamientos y con el problema de la vivienda, en general. Además de que su 
intervención es muy rápida, también da la garantía de que el tema es analizado a nivel del órgano deliberativo con intervención de 
todas las bancadas partidarias. 


En definitiva, el asunto fue zanjado, pero todo esto llevó a que la firma del convenio de participación, como dije, demorara más de 
un año. Recién a fines del año pasado se procedió a su firma y a partir de ese momento fue que la Intendencia se abocó a la 
preparación de los proyectos en la línea de lo que señalaba el arquitecto Villarmarzo. 


Creo que es importante conocer estos aspectos, porque fueron parte de una discusión previa, bastante intensa, durante la 
Administración anterior y la actual y que en definitiva trabaron lo que podría ser un inicio más fluido de este Programa que hoy ya 
tiene otro cariz. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera pedir a nuestros visitantes que ampliaran un poco más la información que están brindando. 


En primer lugar, quisiera saber si son 16 los asentamientos que hay en Montevideo o ese número fue el registrado por la 
Intendencia en condiciones de realizar el plan, pero hay más. 


En segundo término, pregunto si el asentamiento que planteó el Ministerio es uno de esos 16. 


En tercer lugar, me gustaría saber si hay conocimiento de que en el interior se están haciendo cosas o no. Por supuesto, no 
corresponde a la Intendencia Municipal de Montevideo solucionar los problemas del interior, pero de pronto es una información que 
nos pueden brindar. 


Por último, independientemente de las previsiones que se hayan hecho para el año que viene, la pregunta es si se puede cumplir 
con esos 16 asentamientos elegidos. Concretamente, quiero saber si se van a poder abordar todos o únicamente dos o tres. 


Todas estas preguntas tienen por fin obtener una información más detallada. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Los 16 asentamientos que se han mencionado son los que se han planteado para presentar al 
Programa en este año y tenemos una cifra similar tentativa para el año que viene. 


Los asentamientos en tierras municipales son una minoría respecto de los que hay en el departamento de Montevideo. Según 
cifras del Instituto Nacional de Estadística, actualizadas al año 1998, en Montevideo hay alrededor de 30.000 familias que viven en 
asentamientos, de las cuales 4.000 se ubican en tierras municipales. Aclaro que no tenemos un relevamiento exacto. Quiere decir, 
entonces, que la mayoría de las familias no están viviendo en asentamientos en tierras de propiedad municipal, sino que son del 
Estado, de algunos Entes públicos, y tierras particulares. 


El asentamiento que, digamos, candidateó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no está en esta 
lista. El asentamiento Las Palmas está situado en tierras propiedad del Estado. 


Las noticias que tenemos son que los asentamientos que están yendo adelante son los que estaban incluidos en la muestra 
original, un total de 17 en todo el país, 13 en el interior y 4 en Montevideo. 


En su momento, habíamos presentado en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto los 10 asentamientos regularizados en la 
primera etapa, con la documentación que teníamos, pero no fueron considerados. Se incluyeron solamente 4, cuyos proyectos 
fueron presentados por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. La diferencia principal es que las regularizaciones, tanto las que 
encara con recursos propios el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como las que realiza la 
Intendencia Municipal de Montevideo, que son muy similares, refieren a algunas obras de mejoramiento, sobre todo de caminería, 
alumbrado y regularización dominial, es decir, otorgamiento de títulos a las familias. 


En lo que tiene que ver con el Ministerio, se trata, en todos los casos, de títulos de propiedad; con relación a la Intendencia 
Municipal de Montevideo, son aquellas situaciones en las que es posible el título de propiedad; y, en la mayoría de los casos, 
debido a las dimensiones de los predios y al no tener condiciones económicas para hacer realojos, estamos frente a un título de 
tenencia por veinte años heredable. 


En fin, el tema es que hay una mayoría de asentamientos del interior en el PIAl, porque así arrancó el Programa. 


La muestra no tuvo en cuenta la realidad que indicaba el estudio del Instituto Nacional de Estadística, en el sentido de que había 
cerca de 30.000 familias en Montevideo -32.000 incluyendo el área metropolitana de la capital- que llegaban a un total de menos de 
34.000 en todo el país. Es decir que la muestra no tuvo una base muy científica, porque no tomó en cuenta la parte más importante 
del problema. Inclusive, podríamos describir los 4 asentamientos que se incluyeron en la muestra. Uno de ellos fue contratado por 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en un predio propiedad del Estado, cuya regularización finalmente fue encarada por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Estamos hablando del asentamiento Nuevo Amanecer, ubicado al norte del Cerro, en 
tierra rural, lo cual hace que, desde el punto de vista de la legislación —inclusive, de los Programas firmados con el Banco 
Interamericano de Desarrollo-, no sea regularizable. Hubo que promover una modificación de los límites de la zona urbana de 
Montevideo ante la Junta Departamental, para poder proseguir con el trámite de esa regularización. A ese respecto, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto está haciendo un llamado a licitación para las obras. 


Después hubo otros dos, en tierras que había expropiado el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
para regularizar en la zona de Punta Rieles; son los llamados Nueva España sector A y Esperanza. Este último asentamiento tuvo 
una dificultad, porque el equipo técnico había proyectado un 25% de realojos en los que no se incluía a 11 familias que estaban 
sobre la traza de la Cañada Perseo cuya canalización estaba prevista en el PSU ll, es decir, en la etapa dos del Plan de 
Saneamiento Urbano, pero no se había podido hacer por la existencia de esas familias. 


El segundo contrato del préstamo del BID para el Plan de Saneamiento de Montevideo no preveía financiación para realojos y hubo 
que dejar sin canalizar la Cañada por esa razón. En este caso, tampoco se preveía eso ni una negociación con el Ministerio y, 
finalmente, el Ministro Cat resolvió que se financiara por encima del 25% de realojos, entonces, se incluyeron esas 11 familias y se 
pudo destrabar la regularización de ese asentamiento. 


El asentamiento Nueva España sector A estaba en suelo suburbano potencialmente urbanizable y allí se requería la realización de 
un Programa de actuación urbanística, de acuerdo con la legislación urbana de Montevideo. Al respecto, el Ministerio no tuvo 
dificultad y contrató al mismo equipo técnico —que es SINTEC- para que hiciera ese estudio que se llevó a cabo y hace unas 
semanas el Programa fue aprobado. Por lo tanto, ahora se está culminando, con la aprobación de todos los proyectos. 


El cuarto asentamiento de la muestra está en tierras de propiedad municipal y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto contrató 
una consultora de ingeniería para hacer el trabajo de regularización; sin embargo, lo llevaron a cabo sin verificar la propiedad de la 
tierra y cuando estaban llegando a las etapas finales, descubrieron que pertenecían al Municipio, por lo que no pudieron 
presentarlo. En este momento estamos llegando a un acuerdo con esa consultora para que culmine los trabajos en nombre de la 
Intendencia. En este caso, además, hizo crisis una situación que es bastante despareja; incluso, ya había sucedido algo similar en 
el asentamiento que regularizó el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Sucede que el equipo técnico no consultó con la 
Intendencia y, por ejemplo, proyectaron la red de saneamiento con las pendientes al revés para llevar las aguas servidas hacia el 
Arroyo Pantanoso y no hacia la red de saneamiento, que está para el otro lado, por lo que tuvieron que rehacer todo el proyecto. 
Asimismo, habían proyectado los realojos tomando tierra del vivero municipal que está pegado al Arroyo Pantanoso, sin consultar a 
la Intendencia que ya tenía un plan para dicho vivero -que, efectivamente, se va a mudar de allí- que no coincidía, por lo que hubo 
que hacer un cambio. En estos días se están haciendo dichas modificaciones y próximamente podrá completarse la regularización 
de este asentamiento. 


Algo parecido sucedió con el asentamiento Nuevo Amanecer en Cerro Norte, donde el Ministerio no contrató un equipo estable, 
sino una serie de técnicos que se asociaron para hacer la regularización. Entonces, cuando el Ministro la aprobó, dicho equipo se 
disolvió, pero cuando la Intendencia formuló observaciones a los proyectos, el equipo no existía más y ya había cobrado la totalidad 
de sus honorarios. Eso generó demoras de más de un año para levantar las observaciones que, si bien no eran sustanciales, 
impedían que se aprobara el proyecto. 


Quiere decir que la selección de los equipos tiene real importancia y en tal sentido discrepamos con los criterios de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, ya que en las bases del llamado a equipos técnicos ésta ha valorado muchísimo el patrimonio de las 
consultoras y la presencia de técnicos de las áreas de ingeniería. Al respecto, hemos planteado, reiteradamente, que lo sustancial 
es el trabajo social, que es el que tiene que comandar la integración del equipo y, en estos casos, el patrimonio de la consultora no 
es lo sustancial para seleccionar los equipos. El llamado que realizó el Ministerio ha tenido muchas dificultades, con planteamientos 
a nivel legal, así como también con los recursos de consultoras que no deberían haber quedado afuera, ya que su experiencia en 
trabajos de asentamientos era muy conocida; sin embargo, no se incluyeron por cómo estaban redactadas las bases. Con la última 
misión del BID que estuvo en la Intendencia observando la marcha del Programa, coincidimos en que había que revisar ese 
aspecto y seguramente se estaban preparando documentos complementarios para firmar con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto a efectos de corregirlos. 


Otro punto que para nosotros fue crítico es que para el desarrollo de los proyectos existe la posibilidad de contratar un rubro de 
prefinanciamiento, es decir, una vez aprobada la Carta Consulta poder contratar prefinanciamiento. En ese sentido, planteamos que 
a ese prefinanciamiento se pueda acceder no sólo contratando equipos técnicos de la lista corta elaborada por el BID, sino equipos 
propios de las Intendencias o de los Ministerios. Tanto el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como la 
Intendencia Municipal de Montevideo tienen equipos que son capaces de desarrollar esos proyectos. En aquel momento el BID nos 
apoyó y este año, cuando vino su misión, volvió a insistir con que era un mecanismo que tenía que habilitarse para facilitar el 
trabajo. Hay asentamientos -no sólo por un efecto testigo- donde se trabaja mejor con los técnicos municipales. 


SEÑORA ARISMEND!I.- Voy a formular dos preguntas. 


Cuando estuvieron las autoridades del PIAl hicimos preguntas en ese sentido y conozco el efecto que esto causa, pero quisiera 
preguntar en qué consiste ese relevamiento social completo. Si entendí bien, eso no está financiado, y cuando se presenta el 
proyecto éste tiene que contar con el relevamiento social y el relevamiento físico para poder ser aprobado. ¿En qué consiste ese 
relevamiento social completo? 


Por otra parte, cuando hay asentamientos —en este caso en Montevideo, pero podría ser en otro departamento- sobre tierras del 
Estado, no municipales pero sí factibles de ser regularizadas en tanto el proyecto dice que tienen que pertenecer al Estado o a los 
Municipios, ¿la Intendencia Municipal de Montevideo puede presentar un proyecto de regularización de asentamientos sobre tierras 
del Estado, o sea, no municipales? 


SEÑOR VILLARMARZO.- En el relevamiento social hay una ficha por cada integrante de la familia, donde se establece su 
situación social y sus ingresos; el físico corresponde a un relevamiento de la situación actual de los lotes y de los espacios, en 
principio, públicos. 


Los coejecutores tienen que presentar los proyectos en tierras de su propiedad, es decir, el Estado en tierras de su propiedad. 
Incluso está previsto —en la Ley de Presupuesto y en una de las Leyes de Urgente Consideración, donde se complementó este 
aspecto- que los demás organismos del Estado deben traspasar sin cargo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente las tierras donde existen asentamientos para poder realizar la regularización. 


En la etapa de discusión con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el BID de este contrato se elaboró un decreto municipal — 
en el caso de Montevideo- para regular y dar un marco jurídico a los asentamientos en tierras que no son de propiedad de la 
Intendencia. Es en el marco de este decreto que se operan las regularizaciones y allí se establecen plazos que coinciden con 


aquellos que estableció el contrato de préstamo. La Intendencia, que estuvo presente en estas conversaciones, conocía estos 
plazos que se establecen para las distintas etapas que, de no cumplirse, dan lugar a la aprobación en forma ficta, igual que en el 
caso de lo que prevé el contrato de préstamo. Esta es la situación que se da en tierras no municipales. 


Como decía, el problema de los asentamientos está localizado sobre todo en Montevideo y, en parte, en su área metropolitana. El 
contrato de préstamo que es de U$S 7.000 por familia está cubriendo, como máximo, un tercio de ellas. Entonces, este Programa, 
de acuerdo a las condiciones de elegibilidad —tema que fue uno de los más discutidos durante los dos años que llevó el análisis 
para elaborar los documentos del Programa- deja fuera las situaciones más comprometidas. De acuerdo a lo que planteaba el 
doctor Pérez Piera, el criterio que propugnaba la Intendencia Municipal de Montevideo era que los asentamientos fueran elegibles 
por el Comité Ejecutivo del Programa integrado con las Intendencias, que permitía atender situaciones con distintos grados de 
dificultad para su regularización. 


Al ser este un criterio de elegibilidad establecido por los documentos del Programa, algunas de las condiciones como, por ejemplo, 
el máximo número de realojos o el hecho de que no estén en tierras inundables o no adecuadas, genera la situación de que los 
asentamientos elegibles sean los que están en mejores condiciones. Precisamente, este era uno de los puntos con los que 
discrepaba la Intendencia Municipal de Montevideo. 


SEÑOR MICHELINI.- A mi entender, hay una selección perversa porque los más perjudicados son los que quizás se atenderán por 
último o, como me indica el señor Senador Fernández Huidobro, no serán atendidos. 


SEÑORA POU..- El señor Senador Michelini adelantó una conclusión a la que quería llegar sobre el criterio de elegibilidad y de 
equidad que, en definitiva, va a estar faltando en un Programa de esta naturaleza. 


Por otro lado, quería hacer una pregunta. Si de las 32.000 familias en los asentamientos montevideanos hay 4.000 en tierras 
municipales, fuera de esos terrenos hay 28.000 familias que están viviendo en tierras estatales, de los entes o de particulares, 
¿cómo hace la Intendencia Municipal de Montevideo para poder incluir entre los asentamientos elegibles a esas 28.000 familias 
dentro de las que seguramente se encuentran aquellas que están en peores condiciones? ¿Existe algún mecanismo o el sistema 
que debo tener en cuenta es el que mencionó el arquitecto Villarmarzo en cuanto a que los entes del Estado o los particulares 
tienen que hacer una cesión al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? Si ello es así, esto redundaría, 
precisamente, en lo que motivó este llamado para conversar con los presentes, es decir, la demora, nada menos que de la 
ejecución de los asentamientos. 


Por último, quisiera saber si todo esto va a impedir o no que se revierta la proporción de asentamientos en Montevideo y en el 
interior, es decir, si hay un mecanismo para favorecer esa situación; evidentemente, la muestra no refleja la proporción de la 
realidad. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Generalmente la Intendencia, en los trabajos de mejora de condición urbana, nunca reparó en el titular 
de la tierra. Esto quiere decir que en su programa de caminería y alumbrado siempre ha trabajado con todos los asentamientos, 
incluso, en muchos casos, solicitando la autorización formal del propietario para poder hacer los trabajos. 


Con respecto a la regularización la Intendencia siempre ha actuado con aquellos que están en tierras de su propiedad y ha 
coordinado con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los trabajos que esta Cartera encara en 
relación a los asentamientos que están en terrenos del Estado. Nos consta que esta Cartera está trabajando para presentar 
proyectos en el Programa al igual que lo estamos haciendo nosotros. Quiero agregar que por nuestra parte actuamos no para 
capturar la mayor parte de fondos sino porque sabemos que lo que se hace para favorecer la situación de estas familias siempre es 
bueno. Lo que sí nos preocupa es que va a quedar una gran parte de las familias fuera de la atención del Programa y creemos que 
se debería haber encarado el tema de otra manera. En este sentido, cuestionamos mucho otras de las limitaciones de los criterios 
de elegibilidad: el número mínimo de familias, que es 40. Decimos esto porque hay muchos asentamientos con menos de 40 
familias; esto sucede no tanto en Montevideo pero sí en el interior. Reitero que este fue otro de los puntos que cuestionamos. 


Algunas de las dificultades están en los aspectos de titularidad del predio ya que no siempre la titulación con treinta años y demás 
exigencias es posible resolver en períodos breves, sobre todo cuando interviene la Dirección General del Catastro; esto a veces es 
complicado y lleva meses obtener la documentación en las condiciones que pide la Carta Consulta. 


Otro de los elementos que demora los trámites —que también hemos planteado, discutido y, finalmente, llegamos a una redacción 
bastante aceptable- es el relativo al otorgamiento de la propiedad. Desde el año 1996 tenemos asentamientos presentados en la 
Dirección General del Catastro sobre los que no hemos obtenido los números de padrón individual y los valores reales para poder 
escriturarlos. Los asentamientos a los que me refiero son los llamados "Siete Barrios" que corresponden a un decreto municipal del 
año 1989. Dos de ellos, además, cuentan con una ley que los exime del pago al BPS, que es otra de las dificultades que existen. 
En el caso de la regularización que realizan las Intendencias hay que tramitar padrón por padrón la exoneración del pago de BPS 
declarando que se trata de mano de obra benévola. En la órbita del Ministerio este tema está resuelto dado que está eximido por 
ley. Esta es otra de las solicitudes que planteamos a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En los documentos originales de 
los contratos con el BID se exigía la entrega inmediata de la propiedad y nosotros logramos que en la redacción quedara la 
posibilidad de un plazo para su otorgamiento, porque sabemos que va a ser difícil tener la documentación en regla sobre todo en la 
situación actual de la Dirección General del Catastro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quisiera hacer dos o tres preguntas. Una de ellas está referida a lo que acaba de decir el 
señor arquitecto en cuanto a que el plan contempla la cifra de unos U$S 7.000 por familia. Si tenemos en cuenta que son 64.000 
familias, estamos hablando de U$S 448:000.000 y sabemos que el préstamo del BID es mucho menor. 


Precisamente, las cifras que manejamos en otra oportunidad en torno a la disponibilidad presupuestal no llega a U$S 70:000.000, 
por lo que se estaría cubriendo las necesidades de unas 10.000 familias, de las 64.000 que se encuentran en esta situación en 
todo el país. 


La otra pregunta es en qué consiste, en líneas generales, la regularización. Dicho de otro modo, ¿concretamente qué recibe cada 
familia de esos U$S 7.000, ya sea en saneamiento, cables u otro rubro? 


Por otra parte, quisiera saber qué fin tiene el fichamiento de las familias. Perdóneseme la ignorancia. Supongo que cuando las 
Intendencias Municipales y los Ministerios realizan obras de saneamiento, entre otras, no fichan a todos los vecinos que van a 
disfrutar de las carreteras, de las obras y de los puentes. Justamente, uno de los grandes inconvenientes que hay es que no está 
financiada la tarea improba de hacer una ficha individual de cada poblador. ¿Qué fin tiene esa ficha? 


SEÑOR VILLARMARZO.- El Programa que está previsto en el contrato de U$S 110:000.000 tiene una contraparte nacional de 
U$S 33:000.000, y U$S 77:000.000 corresponden al préstamo del BID para tareas de regularización dominial y otros trabajos 
técnicos. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Se mencionan U$S 77:000.000 que corresponderían al préstamo del BID y U$S 33:000.000 
de la contraparte nacional. 


Creo que en la reunión que tuvimos hace unos días se dijo que eran U$S 110:000.000 provenientes del BID, de los cuales U$S 
11:000.000 representaban cargas financieras y comisiones de préstamos, y algo más de U$S 60:000.000 por decisión de este 
Parlamento a nivel presupuestal. En esa oportunidad preguntamos si el resto de los U$S 77:000.000, descontando los U$S 
11:000.000 de cargas financieras, quedaba para los ejercicios posteriores, y nos dijeron que sí. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Quiero aclarar que lo que manifesté fue en base a lo que figura en la copia del documento que recibimos 
en la Intendencia Municipal. No sé si son los documentos finales que se suscribieron; pueden no serlo. 


Los trabajos concretos son básicamente de saneamiento. Una de las condiciones para la elegibilidad de asentamiento es, entre las 
consultas que tiene que evacuar en la Carta Consulta a la Comuna respectiva, la posibilidad de conexión a saneamiento o un 
sistema alternativo que apruebe la Intendencia Municipal. Eso también deja fuera a muchos asentamientos, no sólo en Montevideo. 


Además, los trabajos comprenden obras de mejoramiento del barrio que pueden no ser exclusivamente para el asentamiento, sino 
que pueden favorecer al conjunto del barrio en que estaba afincado. En este tenor están comprendidos los salones comunales, 
merenderos, edificaciones o un gimnasio, como en el caso de Nuevo Amanecer, que trasciende las familias que integran el 
asentamiento. 


En la regularización de asentamientos que, desde la aprobación del decreto del año 1990, ha realizado la Intendencia Municipal y, 
en la Administración siguiente, el Ministerio, uno de los trabajos que efectúa el equipo técnico, es el relevamiento social de las 
familias. Cabe aclarar que la regularización del asentamiento tiene tres etapas. En una primera, se culmina con la firma de un 
documento por parte de todos los representantes de las familias, generando una Comisión de barrio y aceptando las 
consecuencias del proceso de regularización. Por ejemplo, todas las familias firman que aceptan que algunas deban ser 
trasladadas; esa es una instancia muy importante que asegura la viabilidad social de la regularización. Tenemos asentamientos en 
que hay que regularizar el 60% de las familias, pero si no se logra la firma del documento por parte de todos los vecinos del barrio, 
ese proceso se vuelve inviable. No se puede entrar en la segunda etapa sin tener la seguridad de que las familias van a aceptar los 
realojos que sean necesarios y la modificación de los límites entre los lotes. En los asentamientos es muy común que haya familias 
viviendo en lotes enclavados que atraviesan uno ajeno para llegar a su casa. A fin de poder solucionar todo ese tema físico, hay 
que tener un acuerdo inicial de las familias. Cumplida esta primera etapa que básicamente consiste en el trabajo de los asistentes 
sociales, se firma un compromiso de todas las familias. Allí es necesario conocer —-es una documentación que maneja básicamente 
el equipo técnico- la realidad social del asentamiento. Incluso, tanto en los asentamientos en tierra municipal como en los que 
regulariza el Ministerio, existe un compromiso de pago a partir de la regularización. Se trata de un pago mínimo que atiende la 
asistencia social del equipo técnico. Quiere decir que culminada la regularización debe pagar, en el caso de la Intendencia 
Municipal, media Unidad Reajustable por mes —es decir, un pago muy pequeño-, pero eso implica un compromiso de la familia. Ese 
es el único sentido de esa información, que creemos conveniente relevarla desde el punto de vista exclusivamente técnico y al 
momento en que se inicia el proceso de regularización y no cuando se va a candidatear —como ya lo mencionaba-, porque el 
asentamiento puede no ser elegible, esto es, no entrar en el Programa. Entonces, podría generarse una expectativa que no tiene 
respuesta. 


La segunda etapa de la regularización en el caso de los asentamientos en tierra municipal es el trabajo técnico, sobre todo de los 
agrimensores y arquitectos, proponiendo la nueva estructura física para el asentamiento. Por ejemplo, éstos tienen pasajes de 
ancho muy reducido y, a veces, lotes de tamaño inviable o con condiciones de promiscuidad o de hacinamiento muy grande entre 
las familias. Entonces, se hace un planteo físico. Esta segunda etapa culmina con la aprobación por la Asamblea del asentamiento 
del proyecto de regularización, con una mayoría especial de dos tercios de votos. 


Posteriormente, se entra en la tercera etapa, que consiste en el traslado de las familias, el cambio de los límites de los lotes y la 
realización de los nuevos pasajes y calles. 


Ese es el mecanismo que experimentó, por primera vez, la Intendencia Municipal de Montevideo, que fue perfeccionado a lo largo 
del tiempo, y es similar al que utiliza el Ministerio. Por lo tanto, esta tercera etapa consiste en la regularización de las obras. 


En este caso se agrega una cuarta etapa, anterior a la primera, que es la Carta Consulta, que a nuestro juicio es demasiado 
exigente en la información que solicita. 


SEÑORA ARISMENDI.- La preocupación que hemos manifestado sobre este tema, y ahora a través del proceso que describe el 
arquitecto, es que cada vez logro entender menos, porque en una reunión anterior se nos manifestó, y ahora se ratifica, que sólo se 
puede gastar hasta un 10% en realojos. 


En la situación de un asentamiento —que todos conocemos porque creo que todos los hemos visitado alguna vez-, imaginamos lo 
que describía el arquitecto. Entonces, si tenemos enclavadas viviendas o familias en lugares en donde hay que sacarlas y, por 
tanto, realojarlas, los caminos o los espacios mínimos entre una familia y la otra y la transformación física implica construcción de 


viviendas, porque primero hay que hacer la destrucción —si no me equivoco- de lo que está mal ubicado o no cumple con lo exigido, 
para poder instalar esa familia, aun dentro del propio asentamiento, en condiciones más dignas. Ahora bien; quisiera saber si estos 
dineros contemplan la situación de esas nuevas obras que implican construcción de vivienda, porque a nosotros nos dijeron que 
no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite aclararle, se dijo que era para los realojos. No sé si me explico. 
SEÑORA ARISMENDI.- Usted se explica, señor Presidente, pero no sé si lo hace el Programa. 
(Dialogados) 


SEÑOR VILLARMARZO.- Ellos plantearon que el BID tiene otras líneas de crédito —una de las cuales estaba funcionando en aquel 
momento con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- para construcción de viviendas. Pero ese es un 
Programa distinto. Incluso tiene un componente muy importante de prevención, que es el establecimiento de un fondo de garantía 
para arrendamientos. Justamente, la intención de la Intendencia Municipal de Montevideo, al pedir integrar el Comité Ejecutivo del 
Programa, era poder contribuir con su experiencia en estos componentes como el de prevención o el de fortalecimiento institucional 
para las Intendencias del interior, a través de sus técnicos, quienes llevaban algunos años trabajando con asentamientos. 


Efectivamente, en el convenio entre la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente se planteó la posibilidad de incluir hasta un 15% más, pero según nuestra experiencia la mayoría de los 
asentamientos son más del 25%. Además, propusimos —en esto tampoco fuimos atendidos- que el único mecanismo no fuera 
necesariamente tierra nueva y núcleos básicos asentados sobre la misma. Tenemos algunas experiencias piloto con otras formas 
de realojo, organizando a las familias para autoconstruir la vivienda dentro del mismo asentamiento. La estrategia de tierra nueva y 
de núcleos básicos evolutivos es más cara y además desarraiga a la familia porque significa comprar tierras en otro lugar y 
trasladar la vivienda. En la medida en que la densidad global del asentamiento no sea muy elevada, creemos que es mejor integrar 
a la familia en la construcción de la vivienda en el mismo asentamiento. Al respecto, hay experiencias internacionales muy 
interesantes. Precisamente, la semana pasada estuve viendo en Buenos Aires una experiencia de densificación de asentamientos 
construyendo viviendas de dos y tres plantas. Con eso se logra una mejora de la calidad de vida, sin separar a la familia del lugar. 
En el caso de "Favela Río" —que es el Programa más antiguo en el BID, en cuanto a este tema- hicieron edificios de apartamentos 
en el mismo lugar del asentamiento, para mejorarlo. Pero eso está impedido por los criterios con los cuales se maneja este 
Programa. 


SEÑORA ARISMENDI.- Disculpe mi insistencia, pero quiero imaginarme este tema. Conozco algunos de los proyectos que se han 
hecho, pero no sé qué alcance tiene el que estamos considerando. En este caso hay que sacar las instalaciones donde está 
viviendo la gente. En algunos casos, realojarán a las familias pero, ¿quién construye allí donde hay que destruir las instalaciones 
actuales? ¿Quién paga? 


SEÑOR VILLARMARZO.- Voy a dar un ejemplo. El asentamiento Sociedad Civil Esperanza, que está en Carrasco Norte, sobre la 
avenida arquitecto Acosta y Lara, tiene alrededor de 250 familias y precisamente en este momento se está realizando el 
relevamiento social para presentar la Carta Consulta. Estuvo entre los 16 asentamientos que comenzó a regularizar la Intendencia 
en el año 1996, pero se tuvo que suspender, de acuerdo con la conclusión del Centro Cooperativista Uruguayo, que era el equipo 
técnico contratado en el llamado público que hizo la Intendencia. Allí había que realojar a más del 50% -alrededor de 130 familias- 
de acuerdo con el primer relevamiento, en el año 1998. En ese entonces, la Intendencia no disponía de tierras, razón por la cual 
empezó el trámite de licitación para comprarlas, que justamente está terminando en estos días. Se trata de un predio importante, 
sobre Camino Carrasco, cerca de San Borja, en el que se harán los realojos. En este caso, se va a presentar la Carta Consulta al 
PIAI y si resulta seleccionado el asentamiento, el Programa financiará un 10% y negociaremos con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que realoje un 15%, y el 25% restante lo va a tener que afrontar la Intendencia Municipal 
de Montevideo. De todos modos, el 100% de la tierra lo tiene que poner la comuna capitalina. Entonces, esos U$S 2:500.000 de los 
que hablaba son para la tierra necesaria para todos los realojos y para aquellos que excedan el 25%. Esos son los números con los 
que estamos trabajando. 


SEÑORA POU.- Usted habló de un sistema de autoconstrucción en la República Argentina. Quisiera saber si allí sucede algo 
parecido a lo que ocurre en MEVIR. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Exactamente, no se trata de ayuda mutua. Hicimos una primera experiencia con un asentamiento en 
tierra rural, al lado de una bodega, en la zona del arroyo Toledo. Como era inconveniente que el asentamiento quedara en ese 
lugar, nuestros equipos sociales negociaron con las familias, a través de la Junta Local y del Centro Comunal N* 9, su traslado a 
tierras que habíamos adquirido para realojos, cerca de Punta Rieles, en un barrio que ellos bautizaron Vista Linda. En ese caso, 
nosotros contratamos al Movimiento Tacurú, que realizó el núcleo húmedo —el baño y la mesada de cocina- y el techo, que era una 
cubierta con estructura metálica. Abajo de esa estructura la familia construye, con bloques que entrega la Intendencia, el resto de la 
vivienda. Quiere decir que lo más difícil, que es la cimentación, la cubierta y el núcleo húmedo, se le da hecho. Estamos haciendo 
una segunda experiencia en el asentamiento El Escondido, cerca de Santiago Vázquez, en el predio del Parque Lecocq, el que se 
está realojando en Paso de la Arena, con este mismo sistema en el que las familias construyen sus unidades. 


En realidad, reitero, no es ayuda mutua porque cada familia construye lo suyo; no están organizadas entre sí, como en el caso de 
MEVIR, en el que las familias no saben hasta el final qué vivienda les va a tocar, al igual que lo que sucede con las viviendas por 
ayuda mutua. En este otro caso, se organiza el trabajo familiar, aunque es muy frecuente que las familias se ayuden entre ellas, 
pero no es algo que esté reglamentado. Llegar a estos niveles de organización con las familias, lleva mucho tiempo y, entonces, se 
corta camino a través de estos otros sistemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Intendencia Municipal de Paysandú logramos realojar a personas por el régimen de ayuda mutua. 
Tuvimos una primera experiencia con viviendas de madera en la que, aplicando en parte los reglamentos de MEVIR, con el trabajo 
de asistentes sociales de la Intendencia, en terreno nuevo, logramos que el núcleo de componentes de ese nuevo barrio pudiera, 
bajo la dirección de técnicos municipales, realizar la construcción de viviendas por el régimen de ayuda mutua, y hasta el final, en el 
día de la propia inauguración, la gente no se enteró cuál le tocaba. 


Por otro lado, en el marco de ayuda del Plan de Viviendas Inundables —que excepcionalmente dispuso el Poder Ejecutivo en 1998, 
cuando se produjeron las inundaciones en el Río Uruguay-, realizamos 108 viviendas por el régimen de ayuda mutua. En esa 
ocasión compramos los núcleos básicos evolutivos y por dicho régimen, con la dirección técnica del Municipio y del Centro 
Cooperativista Uruguayo, filial Paysandú —que implementó la dirección del Programa y la ayuda mutua de los propios beneficiarios- 
en 6 meses, con U$S 1:000.000, pudimos hacer 108 viviendas, naturalmente que poniendo el terreno la Intendencia Municipal de 
Paysandú. 


El arquitecto mencionaba la cláusula que se exigía a todos los Gobiernos Departamentales y a las Juntas Departamentales en el 
sentido de renunciar a su marco de competencia en los planes de fraccionamiento de las propias Intendencias Municipales. Si no 
me equivoco, el propio Congreso Nacional de Intendentes planteaba a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la necesaria 
participación de las Intendencias Municipales para el mejor aprovechamiento de estos recursos en el marco de la aplicación de 
estos fondos. 


Teniendo en cuenta la actuación y composición de este Programa, tenemos la sensación de que, lamentablemente, no se llega a 
una verdadera política social para los beneficiarios que se encuentran en esta situación. Sin perjuicio de que el tema permite una 
extensa exposición, esta sería una primera evaluación que podría realizar. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Me gustaría agregar que en Montevideo también se llevaron adelante experiencias de esta naturaleza. 
Puedo citar una de 64 núcleos básicos evolutivos que se compraron en una licitación pública. En ese caso, se organizaron las 
familias con el fin de complementarlos; algunos lo hicieron antes de mudarse, dadas las condiciones en las que estaban viviendo. 
En ese sentido, se llevó a cabo el realojo de un asentamiento que se formó alrededor de la Quinta de Batlle, en Piedras Blancas. 


También se realizó una experiencia similar, donde se organizó a las familias en cooperativas y se hizo un realojo como 
consecuencia del Plan de Saneamiento lll sobre la avenida Aparicio Saravia, ya que esa gente estaba viviendo prácticamente 
sobre el pavimento. Tanto técnicos municipales como asistentes sociales organizaron a las personas en la Cooperativa "Unión y 
Fuerza", quienes construyeron sus viviendas —núcleos básicos mejorados- en San Martín y Rinaldi. 


En síntesis, se trata de experiencias que debían ser aprovechadas para este Programa. 


SEÑORA POU..- Quisiera recordar al arquitecto Villarmarzo, aunque sé que esto está totalmente fuera de sus competencias, que 
mencionó que en algunas misiones del BID donde se discutieron estos temas existía otra clase de proyectos para la construcción 
de viviendas. Me pregunto si en algún momento se planteó para los asentamientos que se encuentran en peores condiciones la 
posibilidad de combinar un plan de realojo con préstamo para vivienda y el plan común para el resto de los asentamientos. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Por nuestra parte, mantuvimos conversaciones con las misiones del BID en general y algunas veces 
concurrimos acompañados por técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En concreto, no sé si es que se planteó a 
nivel de Gobierno, pero nosotros sí planteamos ante la Oficina de Planeamiento y Presupuesto una inquietud. A nuestro juicio, el 
componente de prevención tenía que ser lo fundamental, ya que por este camino no se soluciona el problema. 


Además, me gustaría señalar algo que planteó quien fuera el jefe de esta área en el BID hasta el año pasado, un brasileño que 
había estado al frente del Programa "Favela Barrio" en Río de Janeiro, que luego pasó a trabajar en el BID. En una de sus primeras 
visitas a nuestro país, luego de recorrer varios asentamientos, señaló que sólo había encontrado dos países en América Latina con 
asentamientos similares a los de Montevideo; en ese sentido, habló de Colombia y Guatemala. Expresó también que en Brasil no 
conoce situaciones como las de nuestra ciudad en lo que tiene que ver con las condiciones en que vive la gente. En realidad, nos 
sorprendió la afirmación del señor José Brakars, quien hizo referencia a estos asentamientos, donde la gente no sólo vive en el 
agua y en el barro cuando llueve, sino que lo hace debajo de cartones en los arroyos y cerca del centro; tal es el caso del que está 
ubicado en las proximidades de bulevar Batlle y Ordóñez y José Pedro Varela, donde existe un asentamiento que no está 
regularizado. También nos mencionó el caso del departamento de Rivera, donde advirtió realidades que no se ven fácilmente en 
América Latina. Esas personas no son atendidas por este Programa, ya que sus situaciones exigen un realojo total. 


En este momento, existe un caso que el Ministerio está intentando regularizar fuera del PIAl. Se trata del asentamiento Nueva 
España B 2, que se encuentra en una zona totalmente inundable y que demanda el realojo del 100% de las familias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más inquietudes, la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado agradece la 
presencia de los representantes de la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 31 minutos.) 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


